CAUSA Nº 6343 CCALP “SONDA ARGENTINA S.A. C/ FISCO DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES S/ PRETENSION ANULATORIA (374)”

En la ciudad de La Plata, a los veintiséis días del mes de marzo del año dos mil nueve, reunida la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en La Plata, en Acuerdo Ordinario, para pronunciar sentencia en la causa “SONDA ARGENTINA S.A. C/ FISCO DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES S/ PRETENSION ANULATORIA (374)”, en trámite ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo Nº 2 del Departamento Judicial La Plata (expte. Nº -906-), con arreglo al sorteo de ley, deberá observarse el siguiente orden de votación: Señores Jueces Dres. Gustavo Daniel Spacarotel y Claudia Angélica Matilde Milanta.


El Tribunal resolvió plantear la siguiente

C U E S T I Ó N

¿Es justa la sentencia apelada?

VOTACIÓN:

A la cuestión planteada, el Dr. Spacarotel dijo:

I. La empresa “Sonda Argentina S A”, persigue la anulación de los decretos Nº 53/03 y Nº 2264/04, mediante los cuales se rechazó el reclamo de recomposición de precios por excesiva onerosidad sobreviniente que efectuó en relación a la contratación –Orden de Compra Nº 224/01-, en el expediente Nº 2300-1.445/00, siendo la actora proveedora de los “Servicios de Computación y Alquiler de Hardware, Soporte y Mantenimiento de Plataforma IBM y Oracle y Mantenimiento de Impresoras Lexmark”. 

La mencionada contratación fue celebrada para el período comprendido entre el 1º de febrero de 2001 hasta el 31 de enero de 2002, por un monto mensual de $ 378.526,40, con destino a la Dirección de Sistemas de Información del Ministerio de Economía, con facturación mensual, debiendo abonarse cada factura presentada por el contratista dentro de los sesenta días, rigiéndose por las disposiciones del Reglamento de Contrataciones (decretos Nº 3390/72 y Nº 4041/96).

Asimismo, vencido el plazo contractual, la empresa actora continuó prestando servicio durante el período comprendido entre el 1 de febrero de 2002 hasta el 31 de agosto de 2002. 

II. Por sentencia de fecha 2 de febrero de 2007 (fs. 166/188), la jueza en lo Contencioso Administrativo Nº 2 de La Plata, resolvió desestimar la pretensión deducida por la firma. Impuso las costas en el orden causado e intimó a la actora a integrar la tasa de justicia y su contribución, conforme al monto reclamado. 

Para decidir en ese rumbo consideró que la cuestión litigiosa se circunscribía en resolver las cuestiones atinentes a la legitimidad de los decretos Nº 53/03 y Nº 2264/04 y, en su caso, decidir si resulta procedente la aplicación de la teoría de la imprevisión invocada por la actora alegando el enriquecimiento sin causa de la administración y el quebrantamiento de la doctrina de la confianza legítima, así como también, ponderar el reclamo de intereses por pago fuera de término de diversas facturas. 

En lo que respecta a la recomposición de precios, descartó la aplicabilidad del régimen de recomposición de precios contemplado en el decreto provincial Nº 2888/02 a la contratación de marras, toda vez que consideró en él abarcados solamente a los proponentes, preadjudicatarios o adjudicatarios que mantuvieren obligaciones a su cargo pendientes de cumplimiento a la fecha de su publicación (BO 19-12-02) y el plazo contractual del sub examine había fenecido el 31 de enero de 2002. 

Asimismo, consideró excluida a la firma actora respecto del reconocimiento de intereses compensatorios contemplados en el artículo 6º inc. p) del decreto Nº 2888/02, respecto de la facturación de los servicios prestados en el período febrero/2001 a enero/2002 y a julio/2002, por haberse efectuado los pagos mencionados, con anterioridad a la fecha de entrada en vigencia del mentado decreto. 

En relación a los servicios correspondientes al mes de agosto de 2002, si bien su pago se efectuó el 21 de enero de 2003, vigente ya el decreto Nº 2888/02, desestimó el reclamo de intereses compensatorios con fundamento en el artículo 6º inc. p) del decreto Nº 2888/02, toda vez que consideró acreditado el incumplimiento del servicio en el período analizado por parte de la prestataria, incumplimiento reconocido por la actora y su conformidad expresa respecto del pago efectuado, así como también entendió que dicha factura había sido abonada dentro de un plazo razonable a la luz del plazo legal de 30 días, previsto en el artículo 21 del Reglamento de Contrataciones.

Por otra parte, frente al reclamo de la actora efectuado tanto en sede administrativa –al interponer recurso de revocatoria contra el decreto Nº 53/03-, como en su escrito de demandada para que se aplique la teoría de la imprevisión contemplada en el artículo 1.198 del Código Civil y se recomponga el precio contractual, consideró que no se habían acreditado en la causa las condiciones para su procedencia, en particular la temporaneidad del hecho imprevisto y su denuncia oportuna durante el período de ejecución contractual, en el caso, invocado el 11 de febrero de 2004 en el escrito de interposición del recurso de revocatoria por impugnación del decreto Nº 53/03, es decir, estando ya concluida largamente la relación contractual bajo discusión.

Asimismo, también ponderó que en el caso, la actora no había probado que el alza de precios haya superado el álea normal del negocio, para ello, en lo fundamental se apoya en las conclusiones de la pericia contable obrante a fs. 96/98vta. 

Tampoco considera probada por la accionante, el quebrantamiento del principio de la buena fe contractual, también invocado, ni tampoco enriquecimiento sin causa o quebrantamiento de la confianza legítima. 

Finalmente, ingresa al estudio de la procedencia de los intereses moratorios respecto de la totalidad de las facturas abonadas en el marco de la Orden de Compra Nº 224/01 período febrero 2001 a enero 2002 y las facturas reconocidas por el sistema de legítimo abono por los servicios prestados durante los meses de febrero a agosto de 2002 (vencido el plazo contractual), ello teniendo en cuenta el artículo 22 del Reglamento de Contrataciones y que la orden de compra mencionada estableció que la facturación sería mensual, debiendo abonarse la misma dentro de los 60 días de su presentación por el contratista.

Para ello, analiza cada una de las presentaciones, llegando a la conclusión que los servicios facturados correspondientes a los meses de febrero a noviembre de 2001, fueron observados por la repartición administrativa, todos por causas imputables a la contratista (art. 71 inc. 3º ap. “c”, Reglamento de Contrataciones), por lo que el plazo de pago de la obligación comienza a computarse a partir de la presentación de las nuevas facturas que acreditan el respectivo descuento, conforme artículos 67 y 68 del reglamento citado, en consecuencia, descarta la mora respecto a los servicios prestados en los meses de febrero, marzo, mayo, junio, agosto, septiembre, octubre y noviembre de 2001.

En relación a los meses de abril, julio y diciembre de 2001, si bien abonados con plazo contractual vencido, advierte que sus pagos fueron recibidos por el contratista de conformidad, sin efectuar reserva alguna en concepto de intereses, reclamando dicho rubro recién ante la Dirección de Administración el día 15 de enero de 2003, después de haber transcurrido más de siete meses desde la fecha en que se efectivizaron los pagos.

Por último, con relación al período facturado entre los meses de febrero a agosto de 2002 –extinguido ya el contrato que vinculaba a las partes-, analiza la magistrada de grado, cada uno de los expedientes de pago, para luego concluir que todos ellos, fueron recepcionados por la firma accionante “de conformidad”, sin formular reserva alguna de intereses, resultando entonces improcedente su reconocimiento, atento al efecto cancelatorio de los pagos, no obstante, agrega que los plazos de pago no resultan irrazonables teniendo en cuenta que las respectivas facturas debieron someterse al trámite del legítimo abono para que la Tesorería General disponga el correspondiente pago. 

III. Contra la mentada sentencia se alza la parte actora, a tenor de la pieza recursiva obrante a fs. 191/196, sosteniendo, básicamente, los siguientes agravios:

a). Considera que la excesiva onerosidad resulta reconocida por la autoridad administrativa, a contrario de lo manifestado por la a quo, justamente a partir del dictado del decreto Nº 2888/02, el cual revela un reconocimiento oficial de la existencia de una comprometida situación económica, cuya notoriedad no requiere de mayores consideraciones.  

b). Se agravia del rechazo del planteo de imprevisión contractual, sosteniendo que existen a esos fines, reclamaciones de la actora durante la ejecución contractual, a contrario de lo expuesto por la magistrada, quien consideró que su invocación fue recién en febrero de 2004. 

Destaca que la teoría de la imprevisión invocada, conforme los términos del artículo 1198 del Código Civil, no se sustentó en regímenes de variaciones de costos sino en normas nacionales que demostraban la existencia de una situación inédita en la historia económica argentina y que afectaron el equilibrio de las prestaciones (ley 25.561 y decretos Nº 1295/02 y Nº 1953/02).

c). Señala que la jueza de grado ha realizado un examen fragmentado y errado de la pericia contable, cuando, entre otras cuestiones, el informe pericial arroja como resultado que a la fecha de contratación el costo-costo del equipamiento era de alrededor de $ 2.000.000 para ascender a $ 6.000.000 luego de la crisis de los años 2001/2002. 

d). También se agravia respecto al rechazo de los intereses moratorios, para ello aduce que la demora en la presentación de las facturas resulta imputable a la administración por el atraso incurrido en la emisión de la Orden de Compra Nº 224/01, emitida el 11 de septiembre de 2001. 

e). En cuanto a la renuncia explícita de reclamar intereses advierte que estuvieron referidas exclusivamente a los descuentos efectuados sobre supuestos incumplimientos de la actora, luego pagados y no sobre el resto de los importes. 

Aduce también que la sentencia incurre en un excesivo rigor formal cuando considera renunciado el derecho al cobro de interés, por ausencia de reserva al momento de percibir el capital y que la empresa en ningún momento consintió el decreto Nº 53/03, resultando inaplicable a las transacciones administrativas la previsión del artículo 624 del Código Civil, toda vez que el Estado no permite consignar reservas en los recibos por capital, así como también, porque reprochada la omisión del acreedor no podría sanear una conducta ilegal.  

En ese sentido, invoca los decretos Nº 1953/91 y Nº 4104/92, así como también la circunstancia de que en todo momento, a partir del vencimiento del plazo contractual, la empresa reclamó la devolución de los equipos motivo del contrato, por lo que considera excesivo hacer recaer sus consecuencias únicamente en el proveedor. 

f). Por último, plantea la inconstitucionalidad de la tasa de justicia, a partir de la intimación cursada por la jueza de grado respecto a integrar dicha tasa y su contribución conforme el monto reclamado con sustento en los artículos 292, 293, 294, 295 y concordantes del Código Fiscal.

Para ello, manifiesta que justipreciar el costo del servicio de justicia sobre la base del monto reclamado desnaturaliza la esencia de este tipo de tributo, afectando el ejercicio del derecho de defensa y, en el caso, el derecho de propiedad, por lo que pide la inconstitucionalidad de toda norma que así calcule el tributo.

Invoca los artículos 14, 17 y 18 de la Constitución Nacional y los artículos 10, 11 y 15 de la Constitución Provincial.

En subsidio, se consideren inaplicable al caso atento a las particularidades del mismo.   

IV. Elevadas las actuaciones y previa resolución de este Tribunal sobre su admisibilidad –arts. 55 inc. 1º, 56, 57 inc. 2º y 58, CCA-, se encuentran estos autos en oportunidad de ser resueltos por esta Alzada. 

V. Adelanto mi opinión tendiente a considerar improcedente el recurso de apelación interpuesto y, por ende, ajustada a derecho la sentencia apelada.

1. Intenta la quejoso, invocar entonces, como un hecho imprevisible al momento de la celebración del contrato, el alza de precios generado, según sus afirmaciones, durante la crisis vivida en nuestro país durante los años 2001/2002, en el marco de la ley nacional 25.561, decretos nacionales Nº 1295/02 y Nº 1953/02 y decreto provincial Nº 2113/02. 

Sin perjuicio de no desconocer la situación descripta por la actora, que bien puede calificarse a esta altura de los acontecimientos públicamente conocida por toda la ciudadanía, no es menos cierto que, para invocar la teoría de la imprevisión, no basta con su mera invocación, debe probarse en el caso la anormal alteración de la ecuación económica financiera del contrato.

Es decir, en el sub examine, la actora debió haber probado en relación al contrato que se discute, que el alza de precios no ha podido ser prevista al momento de celebrar el contrato, y que la magnitud en la variación de precios generó, una ruptura de la ecuación económico financiera que pueda considerarse como excesiva, desproporcionada, ajena a toda regla.

Sobre la base de afirmaciones genéricas, no es posible, tal como lo señala la jueza de grado, tener por acreditada, una excesiva onerosidad sobreviniente generadora de una recomposición de precios y, mucho menos, pretender como lo intenta la quejosa, encuadrar la situación que describe en el marco del decreto provincial Nº 2888/02.

2. En consecuencia, no son de recibo los agravios formulados en relación a la aplicabilidad al caso del régimen establecido por el decreto Nº 2888/02, al respecto, concuerdo con el criterio expuesto en la sentencia recurrida toda vez que, por dicho régimen no se instrumentó un sistema automático de recomposición, ni se realizó –como invoca la actora- un reconocimiento oficial en términos generales que pudiera favorecer cualquier situación contractual y, muchos menos, aquellas fenecidas con anterioridad a su entrada en vigencia (19 de diciembre de 2002).  

A ello debe adunarse, las conclusiones del informe pericial de fs. 96/98vta. y fs. 109/vta., el cual advierto correctamente interpretado por la jueza de grado, del cual se desprende que: “… la ecuación económica de la empresa, medida en pesos y considerando los costos efectivamente pagados y los ingresos efectivamente percibidos, no arroja quebranto. 

No se agravaría por ello la prestación del servicio licitado, pero tendría efectos en la capacidad futura de prestación de servicios debido al contexto económico imperante al momento del pago realizado por el Ministerio de Economía. Dicho perjuicio se ve reflejado en una pérdida de poder adquisitivo por parte de la actora en el caso de que quisiera, con los ingresos percibidos por la prestación, recomponer la totalidad del capital de trabajo invertido en el contrato”.

En esa línea continúa la pericia aclarando que: “…los cálculos deben realizarse sobre los costos y no sobre el precio tal como lo ha realizado la actora en sus presentaciones, ya que al trasladar la incidencia cambiaria sobre el precio está dolarizando la utilidad esperada además de sus costos”.

En conclusión, cabe pues aplicar en el sub examine el reiterado criterio seguido por el Superior Tribunal de la Provincia de Buenos Aires, sobre la necesidad de alegar y probar que el alza de precios superó el alea normal del contrato y que no ha podido ser razonablemente prevista (Conf. B 49717, “Delco”, sent. del 28-11-89; B 49178, “D Anbar SA”, sent. del 17-10-90; B 53090, “Hormigovial SA, sent. del 27-6-07). 

En este sentido ha de recordarse que respecto de la aplicación de la “teoría de la imprevisión”, el hecho perturbador debe producir un quebranto que supere el álea normal, pues no se trata de una técnica utilizable para desligarse de los malos negocios. En el sub lite, lo real y cierto es que la actora no acreditó la incidencia concreta y comprobada de la incidencia financiera sobre la ecuación económico financiera para ello, resulta fundamental las conclusiones de la pericia contable obrante a fs. 96/98vta.

Al respecto, me interesa poner de relieve que si bien la teoría clásica ha exigido que las circunstancias anormales e imprevisibles sean posteriores a la celebración del contrato (Marienhoff, Miguel S.: Tratado de Derecho Administrativo t. III-A, 4ª ed., Buenos Aires, 1994, p. 501 . Escola, Héctor J.: Tratado integral de los contratos administrativos, t. I, Buenos Aires, 1977, p. 464. García de Enterría, Eduardo y Fernández, Tomás Ramón: Curso de Derecho Administrativo, t. I, 9ª ed., Madrid. 1999, p. 728 y ss. Ariño Ortiz, Gaspar: Teoría del equivalente económico en los contratos administrativos, Madrid, 1968, pp. 291-292), aunque, ciertamente, una admisión así debe interpretarse con carácter sumamente restrictivo, no configurándose en autos la posibilidad de su admisión, no sólo por lo extemporáneo del argumento, (invocado el 15. de enero de 2003 y reiterado el 11 de febrero de 2004 en el escrito de interposición del recurso de revocatoria por impugnación del decreto Nº 53/03, es decir, estando ya concluida largamente la relación contractual bajo discusión), sino porque, aunque se hubiera admitido las consecuencias no podían ser desconocidas a la contratista.

Más aún, y sin perjuicio de tener presente que "La ecuación económica financiera no constituye una especie de seguro del cocontratista contra los eventuales déficits de explotación" (Diez, Manuel M.: "Los mayores costos en la obra pública", Revista Argentina de Derecho Administrativo n. 4, p. 16), ni hace desaparecer el riesgo normal que el contratista asume al celebrar el contrato, es dable aclarar que el decreto Nº 2888/02, ha tenido por finalidad procurar, “…preservar el normal desenvolvimiento de los servicios a su cargo y lograr el adecuado abastecimiento de las reparticiones estatales, a través de medidas que tiendan a superar las dificultades que surjan en el curso del reacomodamiento de la economía nacional y provincial, sin que ello implique reconocer o fijar mecanismos automáticos de variaciones de precios” (cons. Dto. 2888/02).

En la especie frente a una contratación concluida (enero/02), no resulta de aplicación el régimen jurídico previsto por el decreto 2888/02. La prolongación ulterior de la relación negocial –la que según alega la parte actora habría sido “forzada” (sic), empero sin probarlo-, se revela de consuno consecuente y aceptada, sin reservas por la actora. De todos modos, dicho temperamento, no justifica la aplicación retroactiva de la norma a las relaciones jurídicas pasadas y concluidas.

Eventualmente, las prestaciones pendientes de ejecución (vgr. devolución de equipos), son extremos que debieron ser reclamados como obligaciones de hacer incumplidas, empero en modo alguno permiten colegir que la eventual omisión de la administración provoque una reconducción contractual que formalice la prórroga del contrato de suministro finiquitado.

3. En cuanto al agravio esgrimido por la parte recurrente, respecto al rechazo del reconocimiento de intereses moratorios, la quejosa en su escrito recursivo, no aporta elementos suficientes como para apartarse del meduloso análisis efectuado en la anterior instancia sobre cada una de las facturas y sus pagos correspondientes, para denegar la petición. 

Alega a favor de su derecho, la demora en la emisión de la Orden de Compra Nº 221/04, la imposibilidad de dejar reserva de reclamo de intereses al momento de recibir de conformidad el capital y la inaplicabilidad a las transacciones administrativas la previsión del artículo 624 del Código Civil.

Invoca los decretos Nº 1953/91 y Nº 4104/92, así como también la circunstancia de que en todo momento, a partir del vencimiento del plazo contractual, la empresa reclamó la devolución de los equipos motivo del contrato, por lo que considera excesivo hacer recaer sus consecuencias únicamente en el proveedor. 

No obstante ello, la circunstancia de no haber formulado reserva al tiempo de cobrar, implica atribuirle al pago del capital efecto cancelatorio, en los términos del artículo 624 del Código Civil, aún tratándose de contrataciones administrativas (confr. SCBA, B 49699, S 10-11-87) 

A partir de ello advierto que, el recurrente no logra demostrar las causas por las cuales, no efectuó reserva oportuna de reclamar intereses, más allá de la normativa invocada, pues aún en ese marco el efecto del pago sin reserva sella la suerte sin más de su reclamo.

En tal sentido corresponde recordar que habiendo el cocontratante aceptado sin ambages el pago de las facturas confeccionadas (Ver informe fs. 108 expte. Adm 2309 10688/03 –Tes. Gral. Prov.-; o fs. 108 expte cit. Trib. De Cuentas de la Prov.), la conducta contraria y posterior de la actora importa volver sobre sus propios actos (Corte Sup., "Cinplast SA v. ENTel , del 2/3/1993, JA 1994-Y-313). Ello es así por cuanto "el sometimiento voluntario, sin reservas expresas, a un régimen jurídico comporta un inequívoco acatamiento que determina la improcedencia de su impugnación ulterior" (Corte Sup. "Filgueira de Alvarez, Ana v. Gobierno Nacional -M° de Economía- Instituto de Obra Social , del 20/10/1987, LL 1998-B-388). 

4. Por último, en relación al planteo relacionado con la tasa de justicia que la magistrada de grado ha intimado a integrar conforme las previsiones de los artículos 292, 293, 294, 295 y concordantes del Código Fiscal, advierto que la actora no se encuentra comprendida en ninguno de los supuestos de exención contemplados en la legislación vigente (art. 285, Cod. Fiscal), por ello, no cabe hacer distingo alguno al respecto. 

En otro orden, contestando el planteo de inconstitucionalidad efectuado respecto de la tasa de justicia, no se advierte esta exigencia como contraria a la garantía constitucional de la igualdad y de la defensa en juicio y sólo cede respecto de quienes están exentos de pagar el sellado o tasa judicial según las disposiciones de las leyes respectivas (Conf. CSJN, R 165 XXXIX, “Rebollo”, 21-10-03, T 326 P 4306), por lo que advierto insuficientes los fundamentos traídos a esta Alzada. 

3. En consecuencia, de acuerdo a los fundamentos expuestos, a la cuestión planteada voto por la afirmativa y propicio:

1º) Rechazar el recurso de apelación interpuesto por la parte actora, y confirmar la sentencia de instancia, todo en cuanto fuere materia de agravios (arts. 55,56, 58 y concs., CCA).

2º) Costas por su orden (art. 51, CCA).

Así lo voto.

A la misma cuestión planteada, la Dra. Milanta adhiere a los fundamentos y solución propuesta por el Dr. Spacarotel, votando en idéntico sentido.

De conformidad a los votos precedentes, la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en La Plata, dicta la siguiente

S E N T E N C I A

Por los fundamentos expuestos en el Acuerdo que antecede, se rechaza el recurso de apelación interpuesto por la parte actora y se confirma la sentencia impugnada en todo cuanto fuere materia de agravios (arts. 55,56, 58 y concs., CCA).

Costas en el orden causado (art. 51, CCA).

Difiérese la regulación de honorarios para la oportunidad dispuesta por los artículos 31 y 51, decreto ley 8904/77.

Regístrese, notifíquese y devuélvase al juzgado de origen oficiándose por Secretaría.

Firmado: Claudia A.M. Milanta. Juez. Gustavo Daniel Spacarotel. Juez. Monica M. Dragonetti. Secretaria. Registrado bajo el nº 121 (S).

El Dr. De Santis no suscribe la presente sentencia atento la aceptación de su excusación por resolución del Tribunal de fecha 9-9-08.

